Providencia:


SENTENCIA DE TUTELA – 1ª Instancia - 07 de septiembre de 2016

Radicación Nro. :


66001-22-13-000-2016-00828-00 

Accionante:


Empresa de Energía de Bogotá SA ESP

Accionados:


Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y otros vinculados

Proceso:



Acción de Tutela

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Tema:



TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CAUSALES GENÉRICAS Y ESPECIALES DE PROCEDIBILIDAD / DEBIDO PROCESO / CARECE DE RELEVANCIA CONSTITUCIONAL / IMPROCEDENTE / “En efecto, de acuerdo con las pruebas atrás resumidas, por auto del 16 de junio de este año, ordenó el juzgado a la entidad aquí accionante, suministrar la suma de dinero y la documentación, requeridas por el IGAC, a efectos de practicar un dictamen pericial, así como cancelar los honorarios a los peritos, que posteriormente serían descontados del estimativo de los perjuicios que causarán con la imposición de la servidumbre, fin para el que le concedió el término de cinco días.

La citada entidad interpuso recurso de reposición contra esa providencia y aunque el juzgado se mantuvo en su decisión, vencido el término concedido sin que se hubiese acatado la orden dada, ninguna sanción se impuso a la empresa accionante. Es decir, que el incumplimiento del mandato, para nada la afectó.

Se reitera entonces que la providencia en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, proferida el 16 de junio de 2016, confirmada el 22 de julio siguiente, carece de trascendencia constitucional y por tanto, en el caso concreto no se justifica la intervención del juez de tutela, máxime cuando con posterioridad se adoptó otra decisión judicial, que impone sí sanciones procesales a la entidad demandante de no atender los mandatos que le impuso, la que se encuentra en firme porque contra ella no se interpuso ningún recurso.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, septiembre siete (7) de dos mil dieciséis (2016)

        Acta No. 431 de 7 de septiembre de 2016
        Expedientes No.  66001-22-13-000-2016-00828-00                     
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela que por medio de apoderado judicial instauró la Empresa de Energía de Bogotá SA ESP, contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados los señores Róbinson y Leonardo Arroyave Castaño, Simón Pedro Molina Castañeda y Conrado Mauricio Valencia Henao.
A N T E C E D E N T E S

1.- Los hechos narrados por el apoderado de la entidad actora admiten el siguiente resumen:

1.1.- El 10 de mayo de 2013 la Empresa de Energía de Bogotá SA ESP, presentó ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, demanda de imposición de servidumbre de conducción de energía eléctrica, en contra del señor Róbinson Arroyave y otros.

1.2 Mediante escrito del 25 de abril de 2014, el demandado, no dice cuál, contestó la demanda por intermedio de apoderado judicial y se opuso al monto de la indemnización propuesto por la Empresa de Energía de Bogotá SA ESP, motivo por el cual, el juzgado debe decretar dictámenes periciales a cargo de la parte demandada; a esta, el despacho la requirió en ocho oportunidades para que adelante la práctica de las pericias, concretamente los días 7 de mayo, 24 de junio, 20 de octubre y 23 de noviembre de 2015, 5 de febrero, 25 de febrero, 14 de marzo y 28 de abril de 2016.
1.3 El apoderado que representa al señor Simón Pedro Molina Castañeda informó que no se ha podido contactar con él para “determinar la consignación de los dineros para la prueba ordenada”, lo que denota su falta de interés en las pericias a su cargo, hasta el punto que el mismo abogado solicitó continuar con las etapas subsiguientes del proceso, por lo que debió decretarse el desistimiento tácito de la referida prueba.
1.4 Contrario a lo solicitado por las partes, el juzgado, por auto del 16 de junio de 2016, optó por continuar con el trámite del proceso y trasladar la carga de la prueba a la empresa demandante, decisión frente a la cual interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, “El mentado Recurso, hoy objeto de acción constitucional de tutela”, se resolvió en forma desfavorable, mediante auto del 22 de julio de 2016.
1.5 En proveído del 16 de agosto de 2016, dispuso el juzgado que en el término de treinta días la parte demandante debía suministrar la suma de dinero requerida por el IGAC al igual que la documentación pedida por la misma entidad, para efectuar el peritaje ordenado desde el 28 de abril de 2014 y le advirtió que de no cumplir esa orden, procedería a tener por desistida tácitamente la acción.
1.6 El actuar del despacho resulta abiertamente violatorio y excesivo, toda vez que además de imponer antijurídicamente una carga probatoria a la Empresa de Energía, la conmina a atender dicha carga so pena de tener por desistido el proceso, sin que de ella pueda alegarse dilación alguna.
2.- Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección, solicita se ordene al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal revocar el auto de fecha 16 de julio de 2016 y en su lugar se ordene seguir adelante con las etapas siguientes del proceso.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- El pasado 25 de agosto se admitió la acción y se decretaron pruebas. Posteriormente se ordenó vincular a los señores Róbinson Arroyave Castaño, Leonardo Arroyave Castaño, Simón Pedro Molina Castañeda y Conrado Mauricio Valencia Henao, demandados en el proceso en el que encuentra la entidad accionante vulnerados sus derechos.

2.- La funcionaria accionada y los vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

3.- Las pruebas incorporadas al expediente, que se encuentran en el DVD que se incorporó a la actuación por el juzgado accionado
,  permiten considerar acreditados los siguientes hechos:

3.1 La Empresa de Energía de Bogotá S.A. ESP, el 10 de mayo de 2013, presentó ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, demanda de imposición de servidumbre de conducción de energía eléctrica, en contra de los señores Róbinson y Leonardo Arroyave Castaño, Simón Pedro Molina Castañeda y Conrado Mauricio Valencia Henao
.
3.2 Mediante auto del 16 de junio de 2016, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, ordenó a la parte demandante, en el término de cinco días, suministrar la suma requerida por el IGAC y la documentación igualmente solicitada, a efectos de que los peritos nombrados puedan presentar la labor que se les confió, así como los honorarios periciales que se les fijen, valores estos que podrá descontar del estimativo de perjuicios que se causarán con la imposición de la servidumbre pretendida, efecto para lo cual le concedió un término de cinco días
.

3.3 Frente a esa providencia el apoderado de la entidad demandante interpuso recurso de reposición
.
3.4 Por auto del 22 de julio pasado, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, resolvió no reponer su decisión y requirió a la parte demandante en los mismos términos de aquella providencia
.
3.5 Con providencia del 16 de agosto de 2016, el mismo despacho judicial, ordenó a la parte demandante, en el término de treinta días, contados a partir de la notificación de ese proveído, suministrar la suma de dinero requerida por el IGAC y la documentación que requiere esa entidad para efectuar el peritaje ordenado desde el 28 de abril de 2014 y le advirtió que en caso de no cumplir la orden encomendada, se procedería a tener por desistida tácitamente la acción, con la consiguiente condena en costas
.
3.6 Este último auto fue notificado por estado el 17 de agosto de 2016 y frente al mismo no se interpuso recurso alguno.

4.- Como ya quedó advertido, uno de los requisitos de procedencia de la acción de tutela frente a decisiones judiciales es que el asunto tenga una evidente relevancia constitucional, de manera tal que no cualquier irregularidad que ocurra en un proceso justifica conceder el amparo; es menester que la providencia respectiva afecte de manera evidente derechos fundamentales, lo que no acontece en este caso.

En efecto, de acuerdo con las pruebas atrás resumidas, por auto del 16 de junio de este año, ordenó el juzgado a la entidad aquí accionante, suministrar la suma de dinero y la documentación, requeridas por el IGAC, a efectos de practicar un dictamen pericial, así como cancelar los honorarios a los peritos, que posteriormente serían descontados del estimativo de los perjuicios que causarán con la imposición de la servidumbre, fin para el que le concedió el término de cinco días.

La citada entidad interpuso recurso de reposición contra esa providencia y aunque el juzgado se mantuvo en su decisión, vencido el término concedido sin que se hubiese acatado la orden dada, ninguna sanción se impuso a la empresa accionante. Es decir, que el incumplimiento del mandato, para nada la afectó.

Se reitera entonces que la providencia en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, proferida el 16 de junio de 2016, confirmada el 22 de julio siguiente, carece de trascendencia constitucional y por tanto, en el caso concreto no se justifica la intervención del juez de tutela, máxime cuando con posterioridad se adoptó otra decisión judicial, que impone sí sanciones procesales a la entidad demandante de no atender los mandatos que le impuso, la que se encuentra en firme porque contra ella no se interpuso ningún recurso.

Por tanto, y ante la ausencia de uno de los presupuestos generales de procedencia de la tutela, se declarará improcedente el amparo reclamado.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar improcedente la tutela propuesta por la Empresa de Energía de Bogotá SA ESP, contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados los señores Robinsón Arroyave Castaño, Leonardo Arroyave Castaño, Simón Pedro Molina Castañeda y Conrado Mauricio Valencia Henao.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Ver folio 72.


� Pág. 1 a 10 del archivo “2 anexos solicitados tutela 2016-828” del DVD obrante a folio 72.


� Página 1 del archivo “anexos tutela 2016-828” del DVD obrante a folio 72.


� Páginas 3 a 5 del archivo “anexos tutela 2016-828” del DVD obrante a folio 72.


� Páginas 8 a 11 del archivo “anexos tutela 2016-828” del DVD obrante a folio 72.


� Páginas 13 a 14 del archivo “anexos tutela 2016-828” del DVD obrante a folio 72.
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